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Ingresado al Despacho, el proceso de la referencia, a fin de resolver lo pertinente, se 

observa que el demandante, FRANCISCO JOSÉ ARISTIZABAL TAMAYO, acudió 

ante esta jurisdicción para solicitar, el reconocimiento y pago de la Prima Especial del 

30%, de que trata el artículo 14 de la Ley 4 de 1992, como factor salarial para la 

liquidación de sus prestaciones sociales,  y  la Bonificación Judicial, prevista en el 

Decreto 383 de 2013, percibida mensualmente,  para que de igual forma, se tenga en 

cuenta como factor salarial para la liquidación de las prestaciones periódicas; en 

consecuencia, el Despacho,  

  

CONSIDERA 

 

De la lectura de las pretensiones contenidas en la demanda, la petición elevada en 

sede administrativa, y los anexos aportados, se evidencia, que el demandante viene 

prestando sus servicios en el cargo de Juez 141 de Instrucción Penal Militar, y 

pretende obtener el reconocimiento del carácter salarial, tanto de la Prima Especial 

de conformidad con la Ley 4° de 1992, artículo 14, como de la Bonificación Judicial 

devengada en virtud del Decreto No. 0383 de 2013, de manera habitual, mes a mes. 

 

Con fundamento en los hechos y las normas que se invocan para soportar las 

pretensiones contenidas en la presente demanda, estima la suscrita Funcionaria, 

que se encuentra incursa en la causal de impedimento, prevista por el numeral 1° 

del artículo 141 del Código General del Proceso, para asumir el conocimiento de 

este proceso, al tener interés directo en las resultas del mismo, como se expondrá. 

 

Al respecto, se ha de considerar, en primer lugar, que a través de la Ley 4° de 1992, 

se determinó: 

 

“ARTÍCULO 14. El Gobierno Nacional establecerá una prima no inferior al 30% ni 
superior al 60% del salario básico, sin carácter salarial para los Magistrados de todo 
orden de los Tribunales Superiores de Distrito Judicial y Contencioso Administrativo, 
Agentes del Ministerio Público delegados ante la Rama Judicial y para los Jueces de 
la República, incluidos los Magistrados y Fiscales del Tribunal Superior Militar, 
Auditores de Guerra y Jueces de Instrucción Penal Militar, excepto los que opten 



por la escala de salarios de la Fiscalía General de la Nación, con efectos a partir del 
primero (1o.) de enero de 1993.  
 
Igualmente tendrán derecho a la prima de que trata el presente artículo, los delegados 
departamentales del Registrador Nacional del Estado Civil, los Registradores del 
Distrito Capital y los niveles Directivo y Asesor de la Registraduría Nacional del Estado 
Civil.  
 
PARÁGRAFO. Dentro del mismo término revisará el sistema de remuneración de 
funcionarios y empleados de la Rama Judicial sobre la base de la nivelación o 
reclasificación atendiendo criterios de equidad”. 
 

En ese orden de ideas, el derecho contenido en el Artículo 14 de la Ley 4 de 

1992, respecto del cual gravita la demanda, fue creado también para  todos los 

Jueces de la República, incluidos los Jueces de Instrucción Penal Militar. 

 
Considero importante resaltar, el pronunciamiento de la Sala Plena de la Sección 

Segunda del H. Consejo de Estado1, en un caso donde se discutía también el 

carácter salarial de unos factores que devengan Magistrados y Fiscales Delegados 

ante aquellos, y así respetuosamente proponer mi impedimento:  
 

“Encontrándose el proceso para decidir el recurso de apelación interpuesto por el 
apoderado de la Fiscalía General de la Nación, los suscritos Consejeros encuentran 
que se presenta una de las causales de impedimento previstas en el Código General 
del Proceso para conocer del presente asunto, por cuanto pese a que dentro del sub lite, 
a través de auto del 19 de octubre de 2017, se declaró infundado el impedimento 
manifestado por los Magistrados del Tribunal Administrativo de Cundinamarca en 
tanto la demandante es beneficiaria del régimen salarial especial de la Fiscalía General de 
la Nación contemplado en el Decreto 53 de 19932, dicha postura se replanteará en esta 
oportunidad procesal, por las razones que pasan a exponerse:  
 
7. Lo pretendido por la demandante es el reconocimiento de la prima especial de 
servicios y la bonificación por compensación como factor salarial, a efectos de que se 
ordene la reliquidación de sus prestaciones sociales con base en dichos emolumentos y la 
correspondiente indexación. 
 
8. Ahora bien, como se expuso, la actora está regulada por el régimen especial de la Fiscalía 
General de la Nación, en cuyo artículo 4º ibídem contempló la denominada «prima especial, 
sin carácter salarial»; por consiguiente, se encuentra contemplada en una disposición 
diferente a aquella que contempló dicho emolumento para los magistrados, entre otros, del 
Consejo de Estado, pues de ello se ocupó el legislador a través del artículo 15 de la Ley 4ª de 
19923.  
 
9. De lo anterior, se extrae que si bien una y otra prima especial se encuentran 
reguladas en instrumentos normativos diferentes, lo cierto es que el objeto de 
discusión en este proceso es el carácter salarial del porcentaje devengado a título de 
prima especial de servicios, que no ha sido tenido en cuenta para la liquidación de las 

                                                 
1 Del 27 de septiembre de 2018, publicado en estado del 7 de diciembre de 2018, Radicación número: 25000-23-
42-000-2016-03375-02 (2369-18). Consejera ponente: Sandra Lisset Ibarra Vélez. Actor: Martha Lucía Olano 
Guzmán. Demandado: Fiscalía General de la Nación.  
2 « Por el cual se dictan normas sobre el régimen salarial y prestacional para los servidores públicos de la Fiscalía 
General de la Nación y se dictan otras disposiciones.» 
3 «Mediante la cual se señalan las normas, objetivos y criterios que debe observar el Gobierno Nacional para la 
fijación del régimen salarial y prestacional de los empleados públicos, de los miembros del Congreso Nacional y 
de la Fuerza Pública y para la fijación de las prestaciones sociales de los Trabajadores Oficiales y se dictan otras 
disposiciones, de conformidad con lo establecido en el artículo 150, numeral 19, literales e) y f) de la Constitución 
Política.[…] 
ARTÍCULO 15. Los Magistrados del Consejo Superior de la Judicatura, de la Corte Suprema de Justicia, de la 
Corte Constitucional, del Consejo de Estado, el Procurador General de la Nación, el Contralor General de la 
República, el Fiscal General de la Nación, el Defensor del Pueblo y el Registrador Nacional del Estado Civil 

tendrán una prima especial de servicios, sin carácter salarial, que sumada a los demás ingresos laborales, 
igualen a los percibidos en su totalidad, por los miembros del Congreso, sin que en ningún caso los supere. El 
Gobierno podrá fijar la misma prima para los Ministros del Despacho, los Generales y Almirantes de la Fuerza 
Pública.» Aparte tachado INEXEQUIBLE … 



prestaciones sociales, lo que podría conllevar a un beneficio para los Magistrados que 
integran esta Corporación. 
(…) 
La intervención como jueces de conocimiento, afectaría la posición de neutralidad que debe 
caracterizar al funcionario judicial. El interés indirecto que tiene el conjunto de magistrados en 
la actuación judicial, hace que no se preserve la idoneidad suficiente que podría llevar a 
alterar el juicio de los funcionarios, restándole eficacia a los atributos de independencia, 
equilibrio e imparcialidad que deben determinar la función judicial.” (Resaltado fuera del texto 
original) 

 

 

Se destaca, igualmente, un pronunciamiento, emitido por el H. Tribunal 

Administrativo de Cundinamarca, en el que declaró fundado un impedimento 

relacionado con el caso de autos, en los siguientes términos: 

 
“En consecuencia, los Jueces Administrativos del Circuito Judicial de Bogotá 
podrían estar incursos en la causal de impedimento consagrada en el numeral 1° 
del art. 141 del CGP y con fundamento en las providencias anteriores, por el presente se 
declara el impedimento para conocer del presente proceso. 
 
Lo dicho toda vez que, la prima especial del 30% del salario básico mensual sin 
carácter salarial consagrada en el artículo 14 de la Ley 4a de 1992, también fue 
estipulada para los Magistrados de todo orden de los Tribunales Superiores de 
Distrito Judicial y Contencioso Administrativo, de los Jueces de la República, de los 
Magistrados y Fiscales del Tribunal Superior Militar, los Auditores de Guerra y Jueces de 
Instrucción Penal, por lo que es evidente que al Juez Veinticinco le asiste un interés 
indirecto en cuanto al objeto del debate planteado en el proceso de la referencia.”4 –
Resaltado por el Despacho-. 

 

 

De otra parte, se observa, que mediante el Decreto 383 de 2013, se creó una 

Bonificación Judicial para los servidores públicos de la Rama Judicial y de la 

Justicia Penal Militar, y en su artículo 1º, dispuso:   

 

“ARTÍCULO 1. Créase para los servidores de la Rama Judicial y de la Justicia 
Penal Militar a quienes se les aplica el régimen salarial y prestacional establecido en 
los Decretos 57 y 110 de 1993, 106 de 1994, 43 de 1995 y que vienen rigiéndose por 
el decreto 874 de 2012 y las disposiciones que lo modifiquen o sustituyan, una 
bonificación judicial, la cual se reconocerá mensualmente y constituirá únicamente 
factor salarial para la base de cotización al Sistema General de Pensiones y al 
Sistema General de Seguridad Social en Salud. La bonificación judicial se reconocerá 
a partir del 1o de enero de 2013, se percibirá mensualmente, mientras el servidor 
público permanezca en el servicio y corresponde para cada año al valor que se fija en 
las Siguientes tablas, así:  
 
(…)”.  

 

Posteriormente el Decreto 1269 de 2015 estableció: 

 

“ARTÍCULO 1. Ajustase la bonificación judicial creada en el Decreto 383 de 2013 para 
los servidores de la Rama Judicial y de la Justicia Penal Militar a quienes se les aplica 
el régimen salarial y prestacional establecido en los Decretos 57 y 110 de 1993, 106 
de 1994, 43 de 1995 y que vienen rigiéndose por el decreto 874 de 2012 y las 
disposiciones que lo modifiquen o sustituyan, que se reconoce mensualmente y 
constituye únicamente factor salarial para la base de cotización al Sistema General de 
Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social en Salud. La bonificación judicial 
se reconocerá a partir del 1° de enero de 2015, se percibirá mensualmente, mientras 

                                                 
4 Sala Plena del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, providencia del 8 de abril de 2019, expediente No. 
110013335025201900098-01, con ponencia de la Magistrada, Doctora Amparo Navarro López. 



el servidor público permanezca en el servicio y corresponde para cada año al valor 
que se fija en las siguientes tablas, así: 
 
(…).”.  

 

Ahora bien, el artículo 130 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, dispone: 

 
“Artículo 130. Causales. Los magistrados y jueces deberán declararse impedidos, o serán 
recusables, en los casos señalados en el artículo 141 del Código General del Proceso y, 
además, en los siguientes eventos: 

(…)” (Subrayado fuera de texto) 
 
A su turno, el artículo 141 del Código General del Proceso, señala: 
 

“Artículo 141. Causales de recusación.  Son causales de recusación las siguientes: 
 
1. Tener el juez, su cónyuge o alguno de sus parientes dentro del cuarto grado de 
consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil, interés directo o indirecto en el 

proceso.….” (Resaltado del Despacho) 
 

Bajo el anterior marco normativo, y jurisprudencia, la suscrita considera, que se 

encuentra incursa en la causal de impedimento establecida en el numeral 1° del 

artículo 141 del C. G. P., para conocer del asunto en referencia, lo cual implica 

interés directo, tanto de la suscrita como de todos los Jueces  Administrativos del 

Circuito Judicial de Bogotá. 

 

Así entonces, el numeral segundo del artículo 131 de la Ley 1437 de 2011, al 

respecto, dispone: 

 

“Artículo 131. Trámite de los impedimentos. Para el trámite de los impedimentos se 
observarán las siguientes reglas: 
(…) 
2. Si el juez en quien concurra la causal de impedimento estima que comprende 
a todos los jueces administrativos, pasará el expediente al superior expresando 
los hechos en que se fundamenta. De aceptarse el impedimento, el tribunal 

designará conjuez para el conocimiento del asunto.” (Negrilla del Despacho). 
 

La norma transcrita, prescribe un trámite especial para los impedimentos de los  

Jueces Administrativos, ya que en el evento de que concurra una causal que los 

comprenda a todos, se ordenará remitir el expediente al H. Tribunal Administrativo 

de Cundinamarca, con la finalidad de que dicha Corporación, designe un Conjuez, a 

efectos de que a la mayor brevedad posible, se resuelva lo que en derecho 

corresponda. 

 

En consecuencia, el Juzgado Séptimo Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá, 

atendiendo la nueva regulación de los impedimentos contenida en la Ley 1437 de 

2011 y con el propósito de garantizar los principios de economía, celeridad procesal 

y de juez natural, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: DECLARAR el IMPEDIMENTO, para conocer del presente proceso por 

asistir interés directo en las resultas del mismo (causal 1ª – art. 141 Código General 

del Proceso y numeral 2° del art. 131 de la Ley 1437 de 2011). 



 

SEGUNDO: ORDENAR la remisión del expediente al H. Tribunal Administrativo de 

Cundinamarca - Reparto, para lo que estime procedente, conforme las razones 

expuestas en la presente providencia. 

 

NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE, 

La Juez, 

GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 

 

 
 

SKRG  
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